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IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN/PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD/SUSPENSIÓN MESADA PENSIONAL/NULIDADES FRENTE ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CARÁCTER PARTICULAR/ CONFIRMA/
Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que existen mecanismos idóneos para controvertir actos administrativos de carácter particular y concreto, pues la parte afectada cuenta con la posibilidad de solicitar ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo su suspensión provisional, petición que es resuelta desde el momento mismo de admitirse la demanda

(…)
En ese sentido, si bien la entidad no contaba con la anuencia de la señora Rozo Chacón para suspender el reconocimiento de la pensión que venía disfrutando, lo cierto es que el hecho de que se encuentren también comprometidos derechos de origen legal de la señora María Emilce Amaya Ocampo, quien acreditó ante la entidad accionada la calidad de cónyuge del señor Germán Said Chacón Serrato, conlleva la necesidad, por parte de la accionada, de aplicar el artículo 6º de la Ley 1204 de 2008,  que determina la obligación de someter a la jurisdicción ordinaria las controversias que se presenten entre presuntos beneficiarios.

(…)

En síntesis debe la actora acudir a la jurisdicción competente, para que luego de un amplio debate probatorio, en el que se garantice el ejercicio de los derechos procesales que le asisten a las partes, se determine la procedencia o no de la prestación que reclama y en ese sentido, razón le asistió a la juez de primer grado en declarar improcedente la protección invocada”. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cuatro de julio de dos mil dieciocho

Acta N° 0         4 de julio de 2018

Procede la Sala Laboral No 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por la señora MARGARITA ROSA ROZO CHACÓN contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el día 13 de marzo de 2018, dentro de la acción de tutela iniciado por ésta contra la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE PROTECCION SOCIAL –UGPP-,  donde fue vinculada la señora MARIA EMILCE AMAYA CAMPOS. 

HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa la señora Margarita Rosa Rozo Chacón que a la muerte de su compañero permanente, Germán Said Chacón Serrato, pensionado por vejez por la Caja Nacional de Previsión Social –Cajanal-, le fue reconocida la pensión de sobrevivientes mediante Resolución No 029362 del 10 de agosto de 2015; que el día 1º de septiembre de 2017 se presentó a reclamar dicha prestación la señora María Emilce Amaya Campos, en calidad de cónyuge del causante, procediendo la UGPP a proferir el acto administrativo No 39420 del 18 de octubre de 2017, por medio del cual se ordenó la suspensión del pago de las mesadas pensionales que venía disfrutando; que contra dicha decisión se interpusieron los recursos de ley sin éxito.

Estima que la decisión tomada por la UGPP atenta contra el debido proceso, dado que la orden de suspender el pago de la mesada pensional fue unilateral, con lo cual se desconoció un derecho pensional que ya había sido reconocido y afectando de paso una garantía de rango constitucional como lo es el mínimo vital, por lo que solicita la intervención del juez de tutela en orden a declarar la nulidad del acto administrativo No 39420 de 2017 y se disponga la cancelación de la prestación.

TRÁMITE IMPARTIDO

La acción correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el cual, luego de admitirla corrió traslado la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP-por dos días, para que ejercieran su derecho de defensa, mismo término que le fue conferido a la señora María Emilce Amaya Campos, luego de disponer su vinculación.

La UGPP integró la litis haciendo notar el carácter subsidiario de la acción de tutela para precisar que la tutelante debe acudir a los mecanismos ordinarios de protección, pues de lograr el amparo que reclama por esta vía se vería afectado el erario público, en la medida en que la entidad podía ser obligada a realizar dobles pagos si la señora Amaya Campos logra demostrar que le asiste el derecho que reclama, total o parcialmente, por lo que estima que la demandante debe iniciar la acción judicial correspondiente. 

Refiere también, como argumento adicional para deslegitimar la intervención del juez de tutela, que no se evidencia la existencia de un perjuicio irremediable y la afectación del mínimo vital que narra la demandante en el libelo inicial se desdibuja con el hecho de que percibe una pensión de vejez reconocida por el extinto Instituto de Seguros Sociales.

En consideración con lo expuesto solicita que se declare la improcedencia del amparo reclamado.

En providencia de fecha 13 de marzo de 2018 el Juzgado de conocimiento negó por improcedente la tutela impetrada por la señora Rozo Chacón, al advertir que no se configuró el requisito de subsidiaridad, en tanto que existe otro mecanismo de protección al cual debe acudir, al encontrarse en discusión el derecho pensional que ostentaba y que ahora otra persona reclama.

Esta decisión fue impugnada por la actora y en tal virtud en esta Sede se conoció con anterioridad la acción; no obstante, en auto de fecha 8 de mayo de 2018, hubo de decretarse la nulidad del fallo de tutela al advertir que, pese a la vinculación de la señora María Emilce Amaya Campos, ésta no fue notificada dentro de la litis.

Remitido el expediente al Juzgado de primer grado para que se subsanara la irregularidad percibida, se procedió con la notificación de la citada accionada, quien a pesar de conocer de la acción, guardó silencio durante el término de traslado.

Al momento proferir la sentencia, el juzgado no varió ni la decisión ni los argumentos legales y jurisprudenciales en que basó la declaratoria de improcedencia de la acción antes de decretarse la nulidad.

Nuevamente, la parte actora impugnó el fallo alegando el desconocimiento de la UGPP del derecho fundamental al debido proceso que le asiste en consideración a que no estaba facultada esta entidad para disponer la suspensión del reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes que venía disfrutando, pues tal proceder requería de su autorización, conforme lo establece el artículo 19 de la Ley 797 de 2003.

Sostiene también que ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que “los actos administrativos de carácter particular y concreto son esencialmente irrevocables o inmutables, salvo que el titular del derecho manifieste su consentimiento expreso y por escrito para que puedan ser revocados por la administración” –T-628-14.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Procede la acción de tutela para solicitar la nulidad de un acto administrativo?

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.
La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio, mientras la justicia decide.

2. ACCIÓN DE TUTELA PARA CONTROVERTIR ACTOS DE CARÁCTER PARTICULAR Y CONCRETO.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que existen mecanismos idóneos para controvertir actos administrativos de carácter particular y concreto, pues la parte afectada cuenta con la posibilidad de solicitar ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo su suspensión provisional, petición que es resuelta desde el momento mismo de admitirse la demanda.

En sentencia T-SU 691-17 la Corte Constitucional sustuvo:

“la acción de nulidad y restablecimiento del derecho es, en principio, un mecanismo de defensa judicial idóneo y eficaz para proteger los derechos fundamentales de los servidores públicos desvinculados de las entidades públicas, al estar dotado de herramientas propicias para, entre otras cosas, suspender los efectos de actos administrativos que generen perjuicios irremediables a los demandantes, en cualquier etapa del proceso y sin que el rechazo inicial de la solicitud, sea obstáculo para que posteriormente sean solicitadas las cautelas necesarias”. 
No obstante lo anterior, considera la Alta Magistratura la posibilidad de acudir a este mecanismo excepcional de protección cuando se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable y así lo señaló en la Sentencia T-1023 de 2007 la Corte Constitucional al decir que, cuando se quiere atracar la validez o eficacia de los actos administrativos, la acción está sometida a un régimen de excepcionalidad, pues no es suficiente con que “exista una amenaza o violación de derechos fundamentales para determinar su procedencia; es preciso, además, acreditar la concurrencia de un perjuicio irremediable. De lo contrario, las competencias ordinarias deben permanecer incólumes, so pena de quebrantar el principio del juez natural y de la subsidiariedad de la acción de tutela”.

2. CASO CONCRETO

En el presente asunto, pretende la actora que a través de éste mecanismo excepcional se protejan sus derechos fundamentales a la vida, el mínimo vital y el debido proceso vulnerados por la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social –UGPP-al expedir la Resolución No 39420 del 18 de octubre de 2017, por medio de la cual dispuso, de manera inconsulta, la suspensión del reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes que venía disfrutando con ocasión de la muerte de su compañero permanente, el señor Germán Said Chacón Serrato.

Lo primero que debe indicarse, es que la decisión de la entidad accionada de suspender el reconocimiento y pago de la prestación que venía disfrutando la actora, obedeció a la reclamación efectuada por la señora María Emilce Amaya Campos, quien en calidad de cónyuge del causante solicitó que le fuera otorgada la misma prestación.

En ese sentido, si bien la entidad no contaba con la anuencia de la señora Rozo Chacón para suspender el reconocimiento de la pensión que venía disfrutando, lo cierto es que el hecho de que se encuentren también comprometidos derechos de origen legal de la señora María Emilce Amaya Ocampo, quien acreditó ante la entidad accionada la calidad de cónyuge del señor Germán Said Chacón Serrato, conlleva la necesidad, por parte de la accionada, de aplicar el artículo 6º de la Ley 1204 de 2008,  que determina la obligación de someter a la jurisdicción ordinaria las controversias que se presenten entre presuntos beneficiarios.

Ello es apenas lógico si se tiene en cuenta la posibilidad de la afectación directa de los recursos destinados al pago de pensiones, cuya administración se encuentra a cargo de la llamada a juicio, quien en tal virtud no puede permitirse realizar dobles pagos, de allí que haya decidido tomar la medida que hoy se le reprocha, pues resulta factible que, luego de someter el caso a la jurisdicción competente, se determine que es la nueva reclamante a quien le asiste derecho o por lo menos una parte de él, o lo que es peor, que se ordene a la accionante el reembolso de lo indebidamente percibido por ser –aquella que alega la calidad de cónyuge- la beneficiaria del derecho.

Ahora, no sobra decir que respecto a lo resuelto por la UGPP en los actos administrativos en los cuales suspende el pago de la pensión y se resuelven los recursos interpuestos contra dicha decisión, bien puede la interesada someter esas decisiones al escrutinio del juez contencioso administrativo a través de la acción de nulidad de restablecimiento del derecho, procedimiento en el cual tiene la opción de solicitar, de manera previa, que se cesen los efectos de dichas resoluciones, posibilidad que deja ver, que se trata de un mecanismo judicial eficaz para atender la reclamación de la actora y que, por ende, hace innecesaria la intervención del juez constitucional.

En síntesis debe la actora acudir a la jurisdicción competente, para que luego de un amplio debate probatorio, en el que se garantice el ejercicio de los derechos procesales que le asisten a las partes, se determine la procedencia o no de la prestación que reclama y en ese sentido, razón le asistió a la juez de primer grado en declarar improcedente la protección invocada. 

Conforme lo expuesto por lo que procede la confirmación de la sentencia impugnada.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el 21 de mayo de 2018.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


TERCERO: ENVÍESE, lo más pronto posible, a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES              ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON

 






  En uso de permiso

� Sentencias SU-622 de 2001, M.P. Jaime Araújo Rentería, T-514 de 2003, M.P. Eduardo Montelegre Lynett.
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